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de 26 de noviembre», y en la notificación —practicada el 29 de junio de 2000—
se le hacía saber al recurrente que contra ella «cabe interponer recurso
contencioso-administrativo» en el plazo de los dos meses siguientes.

Tercero.—Con fecha 17 de julio de 2000 el señor Panadero Martínez
dirigió un escrito «al Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha
para ante la Sala de Conflictos de Tribunal Supremo» promoviendo un
conflicto negativo de jurisdicción entre la Sala de lo Social de dicho Tribunal
Superior de Justicia y el Consejo Superior de Deportes, «órgano admi-
nistrativo —dice— que por remisión del Tribunal sentenciador del orden
social resultaba competente para conocer el asunto que se planteaba»,
rogando que se le señalara la vía jurisdiccional a seguir «porque tanto
el orden social de manera expresa y el órgano administrativo de forma
presunta se declaran incompetentes».

Cuarto.—La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cas-
tilla-La Mancha, por providencia de 28 de noviembre de 2000, acordó elevar
las actuaciones a la «Sala Especial de Conflictos del Tribunal Supremo»,
y trasladadas que fueron a este de Conflictos de Jurisdicción, se acordó,
mediante providencia de 25 de enero de 2001, formar el oportuno rollo,
designar Ponente, incorporar al rollo las actuaciones recibidas y reclamar
del Consejo Superior de Deportes el expediente administrativo referido
a este conflicto, expediente que se recibió el 19 de febrero de 2001 y
quedó incorporado al rollo de su razón.

Quinto.—Dada vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y al Abogado
del Estado, ambos manifestaron en sus respectivos informes que el instado
conflicto de jurisdicción debe declararse improcedente, ya que, en realidad,
no existe conflicto alguno entre los Juzgados y Tribunales de Justicia por
un lado y la Administración Pública por otro, pues tanto la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha como el
Consejo Superior de Deportes están de acuerdo —y así lo han hecho saber
al recurrente— que la jurisdicción competente en este caso para conocer
y resolver sobre el fondo del asunto es la del orden contencioso-admi-
nistrativo, sin que ni el orden social declarase la no judiciabilidad del
asunto, ni el órgano administrativo se declarase incompetente para resolver
el recurso de alzada ante él formulado.

Sexto.—Por providencia de 5 de marzo de 2001 se señaló la audiencia
del día 2 de abril para la decisión de este conflicto.

Siendo Ponente el excelentísimo señor don Antonio Pérez-Tenessa
Hernández.

II. Fundamentos de Derecho

Primero.—Según el artículo 13 de la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de
mayo, de Conflictos Jurisdiccionales: «1. Quien viere rechazado el cono-
cimiento de un asunto de mi interés tanto por el Juez o Tribunal como
por el órgano administrativo que él estime competentes, podrá instar un
conflicto negativo de jurisdicción. 2. Una vez que se haya declarado incom-
petente, en resolución firme, la autoridad judicial o administrativa a la
que inicialmente se hubiese dirigido el interesado se dirigirá, acompañando
copia auténtica o testimonio fehaciente de la resolución denegatoria dic-
tada, a la otra autoridad. 3. Si también se declara incompetente, el inte-
resado podrá formalizar sin más trámites y en el plazo improrrogable
de quince días el conflicto negativo de jurisdicción, mediante escrito diri-
gido al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción al que se unirán copias
de las resoluciones de las autoridades administrativa y judicial que se
presentarán ante el órgano jurisdiccional que se hubiera declarado incom-
petente. Éste elevará las actuaciones al Tribunal de Conflictos de Juris-
dicción y requerirá al órgano administrativo que hubiera intervenido para
que actúe de igual forma, todo ello en plazo de diez días».

Segundo.—A la luz de este precepto, es fácil advertir que, en el presente
caso, no se ha observado con rigor el procedimiento legalmente establecido
para plantear el conflicto, ya que ni la autoridad judicial declinó su com-
petencia a favor de la Administración ni la autoridad administrativa se
declaró a su vez incompetente para conocer del asunto (aunque declarara
inadmisible el recurso por extemporáneo), ni el Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla-La Mancha, ante el que el interesado suscitó el conflicto,
elevó las actuaciones al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción sino a la
Sala Especial de Conflictos del Tribunal Supremo, ni requirió al Consejo
Superior de Deportes para que actuase de igual forma.

Tercero.—Aparte de estas irregularidades de procedimiento, que serían
suficientes para declarar mal planteado el conflicto, lo más importante
es que, en nuestro caso, no existe conflicto de jurisdicción propiamente
dicho, ni positivo ni negativo. No hay conflicto positivo porque no se da
la circunstancia de que tanto la autoridad judicial como la administrativa
reclamen para sí en exclusiva el conocimiento del asunto, y tampoco hay
conflicto negativo —que es lo que aquí se trata— porque ni los órganos
judiciales (en general) se declaran incompetentes para conocer del asunto,

cerrándole al interesado el paso para lograr la tutela judicial efectiva de
sus pretensiones, ni la autoridad administrativa ha rehusado conocer del
recurso ante ella formulado sino que lo ha resuelto, indicando que contra
dicha resolución cabrá el recurso contencioso-administrativo, de la misma
manera que el Juzgado de lo Social número 2 de Albacete, al declararse
incompetente por razón de la materia, señaló que la competencia corres-
pondía al orden jurisdiccional contencioso-administrativo y su criterio fue
confirmado por el Tribunal Superior de Justicia. Por todo lo cual hay
que llegar a la conclusión de que el conflicto negativo de jurisdicción
suscitado por don Gonzalo Panadero Martínez es improcedente.

En consecuencia

III. Fallo

Fallamos que debemos declarar y declaramos improcedente el conflicto
negativo de jurisdicción suscitado por don Gonzalo Panadero Martínez.

Presidente en funciones: Excelentísimo señor don Ignacio Sierra Gil
de la Cuesta. Vocales: Excelentísimo señor don Rodolfo Soto Vázquez, exce-
lentísimo señor don Pedro Antonio Mateos García, excelentísimo señor
don José Luis Manzanares Samaniego, excelentísimo señor don Miguel
Vizcaíno Márquez y excelentísimo señor don Antonio Pérez-Tenessa.

9937 CONFLICTO negativo de jurisdicción 11/2000, dictado en
sentencia número 4/2001, promovido por don Salvador
Montesinos Mariano entre la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, a medio
de su sentencia confirmatoria en suplicación de la dictada
por el Juzgado de lo Social número 12 de Valencia y el
Consejo Superior de Deportes, que habían rechazado el
conocimiento de la temática planteada ante uno y otro
órgano, jurisdiccional y administrativo.

El Tribunal de Conflictos de Jurisdicción constituido por su Presidente
y los excelentísimo señores Vocales anteriormente citados, dotados de la
potestad jurisdiccional reconocida en la Constitución, dicta la siguiente:

Sentencia

En la villa de Madrid, a siete de abril de dos mil uno.

Visto por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, compuesto por
los señores indicados al final, el conflicto negativo de jurisdicción pro-
movido por don Salvador Montesinos Mariano entre la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, a medio
de su sentencia de 9 de marzo de 2000, confirmatoria en suplicación de
la dictada por el Juzgado número 12 de Valencia, y el Consejo Superior
de Deportes, en su resolución de 3 de agosto de 2000, que habían rechazado
el conocimiento de la temática planteada ante uno y otro órgano, juris-
diccional y administrativo, cuestionando e impugnando el descenso del
árbitro recurrente de la categoría de segunda división A, siendo Ponente
el excelentísimo señor don Pedro Antonio Mateos García, quien expresa
el parecer de la Sala.

Antecedentes de hecho

Primero.—El Juzgado de lo Social número 12 de Valencia, en los autos
número 488/1999, seguidos sobre despido, desestimó en sentencia de 10
de noviembre de 1999 la demanda formulada por el árbitro recurrente,
contra la Real Federación Española de Fútbol (RFEF en adelante), por
entender que ni el cuestionado descenso de categoría era materia laboral
ni el actor estaba vinculado con la aludida Federación por una relación
laboral, «estimando la excepción de incompetencia de jurisdicción opues-
ta ... y advirtiendo al demandante de la competencia del orden conten-
cioso-administrativo para conocer de la pretensión ejercida en el proceso».

Segundo.—La sentencia anterior fue íntegramente confirmada por la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, con fecha
9 de marzo de 2000, al desestimar el recurso de suplicación promovido
contra aquélla.

Tercero.—Por escritos de 25 de mayo y 30 de septiembre de 2000 el
árbitro de fútbol descendido, una vez desestimada su pretensión por la
Jurisdicción Social, se dirige al Consejo Superior de Deportes, entendiendo
que de esta manera resultaría agotada la vía administrativa para acceder
a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ya que se había resuelto en
sentencia firme que la misma era la competente para entender el tema
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por él planteado, y exponiendo que se promovía recurso contra la reso-
lución presuntamente desestimatoria de la reclamación formulada ante
la RFEF, en relación también a su clasificación y descenso acordado, suplicó
la anulación de la resolución recurrida, y que se ordenara la readmisión
del recurrente en la categoría de árbitro de segunda división A e incluso
que «se señale de manera expresa cuál es el orden jurisdiccional competente
...».

Cuarto.—El Consejo Superior de Deportes en 3 de agosto de 2000, decla-
ró la inadmisión, sin entrar en el fondo, del recurso interpuesto, por enten-
der que la clasificación de los árbitros de fútbol «excedía del ámbito de
competencias de este organismo», agregándose al propio tiempo que contra
la resolución cabía interponer recurso contencioso-administrativo, ante
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de su notificación.

Quinto.—Por escrito de 8 de noviembre de 2000, registrado de entrada
el día 10 siguiente, fue formulado el presente «conflicto de jurisdicción
negativa» ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana,
interesando expresamente en los apartados B) y C) del fundamento de
derecho II, que se señalara la vía jurisdiccional aplicable al fondo de la
cuestión planteada, en aras del derecho a la tutela judicial efectiva, con
el fin de no quedar el recurrente indefenso, y evitarle un peregrinaje inne-
cesario por los distintos órdenes jurisdiccionales, para en el suplico insistir
en que «se resuelva acerca del orden jurisdiccional aplicable».

Sexto.—Por auto de 13 de noviembre de 2000, la Sala de lo Social de
Valencia, tuvo por «formalizado el conflicto y acordó elevar las actuaciones
a este Tribunal requiriendo al Consejo Superior de Deportes para que
actúe de igual forma», habiéndolo este organismo efectuado mediante escri-
to de 12 de diciembre de 2000.

Siendo Ponente el excelentísimo señor don Pedro Antonio Mateos Gar-
cía, quien expresa el parecer del Tribunal de Conflictos.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La decisión del presente conflicto negativo de jurisdicción,
suscitado a instancia de parte, por entender que tanto la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, a medio de su sentencia
de 9 de marzo de 2000, confirmatoria en suplicación de la dictada por
el Juzgado número 12 de la misma capital, como el Consejo Superior de
Deportes, en su resolución de 3 de agosto de 2000, habían rechazado el
conocimiento de la temática planteada ante uno y otro órgano, jurisdic-
cional y administrativo, cuestionando e impugnando el descenso del árbitro
recurrente de la categoría de segunda división A, acordado en función
de las calificaciones obtenidas, aquella decisión, decimos, demanda, para
clarificar debidamente y en sus propios términos el debate, la previa anti-
cipación de los hechos fundamentales que, según se desprende de las actua-
ciones obrantes en los autos, han determinado el conflicto: A) el Juzgado
de lo Social número 12 de Valencia, en los autos número 488/1999, seguidos
sobre despido, desestimó en sentencia de 10 de noviembre de 1999 la
demanda formulada por el árbitro recurrente, contra la Real Federación
Española de Fútbol (RFEF en adelante), por entender que ni el cuestionado
descenso de categoría era materia laboral ni el actor estaba vinculado
con la aludida Federación por una relación laboral, «estimando la excepción
de incompetencia de jurisdicción opuesta ... y advirtiendo al demandante
de la competencia del orden contencioso-administrativo para conocer de
la pretensión ejercida en el proceso;» B) la sentencia anterior fue ínte-
gramente confirmada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Valencia, con fecha 9 de marzo de 2000, al desestimar el recurso
de suplicación promovido contra aquélla; C) por escritos de 25 de mayo
y 30 de septiembre de 2000 el árbitro de fútbol descendido, una vez deses-
timada su pretensión por la Jurisdicción Social, se dirige al Consejo Supe-
rior de Deportes, entendiendo que de esta manera resultaría agotada la
vía administrativa para acceder a la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, ya que se había resuelto en sentencia firme que la misma era
la competente para entender del tema por él planteado, y exponiendo
que se promovía recurso contra la resolución presuntamente desestima-
toria de la reclamación formulada ante la RFEF, en relación también a
su clasificación y descenso acordado, suplicó la anulación de la resolución
recurrida, y que se ordenara la readmisión del recurrente en la categoría
de árbitro de segunda división A e incluso que «se señale de manera expresa
cuál es el orden jurisdiccional competente ...»; D) el Consejo Superior de
Deportes en 3 de agosto de 2000, declaró la inadmisión, sin entrar en
el fondo, del recurso interpuesto, por entender que la clasificación de
los árbitros de fútbol «excedía del ámbito de competencias de este orga-
nismo», agregándose al propio tiempo que contra la resolución cabía inter-
poner recurso contencioso-administrativo, ante los Juzgados Centrales de
lo Contencioso-Administrativo en el plazo de dos meses a contar desde

el día siguiente a la fecha de su notificación; E) por escrito de 8 de noviem-
bre de 2000, registrado de entrada el día 10 siguiente, fue formulado el
presente «conflicto de jurisdicción negativa» ante el Tribunal Superior de
Justicia de la Comunidad Valenciana, interesando expresamente, en los
apartados B) y C) del fundamento de derecho II, que se señalara la vía
jurisdiccional aplicable al fondo de la cuestión planteada, en aras del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, con el fin de no quedar el recurrente
indefenso, y evitarle un peregrinaje innecesario por los distintos órdenes
jurisdiccionales para en el suplico insistir en que «se resuelva acerca del
orden jurisdiccional aplicable ...», y F) por auto de 13 de noviembre de
2000, la Sala de lo Social de Valencia, tuvo por «formalizado el conflicto
y acordó elevar las actuaciones a este Tribunal requiriendo al Consejo
Superior de Deportes para que actúe de igual forma», habiéndolo este
organismo efectuado mediante escrito de 12 de diciembre de 2000.

Segundo.—El prolijo relato fáctico que hemos consignado en el fun-
damento anterior, con el designio de prefijar los justos términos en que
el actual conflicto ha sido planteado, es suficientemente demostrativo de
que no estamos en presencia de un verdadero conflicto negativo de los
regulados en la Ley 2/1987, de 18 de mayo, esto es en contemplación
de un verdadero y definitivo rechazo del conocimiento de asunto concreto
por un Tribunal y un órgano administrativo, que deje indefenso al par-
ticular interesado, pues aunque sea cierto que la Sala de lo Social de
Valencia confirmó, en resolución firme y con acierto, la incompetencia
de la jurisdicción laboral para decidir la cuestión que se había sometido
a su conocimiento —descenso del árbitro de la categoría de segunda división
A—, por la especiosa razón de que ni era material laboral ni existía vin-
culación del actor con la RFEF, no cabe prescindir al propio tiempo de
un hecho trascendente, cual es que en el propio fallo de la sentencia de
instancia, íntegramente confirmada en suplicación, se advertía de modo
expreso al demandante, fuera o no acertada la advertencia, de la com-
petencia propia del orden contencioso-administrativo para decidir la pre-
tensión actualizada en el proceso laboral, sin que por tanto se denegara
en modo alguno la tutela jurisdiccional efectiva, aunque la misma resultara
diferida, con mayor o menor razón, a orden distinto, ante el cual podría
desde luego ejercitarse la acción correspondiente, y si a ello añadimos
que el Consejo Superior de Deportes (una vez que el Tribunal de lo Social
proclamó su incompetencia de jurisdicción), al que acudió motu proprio,
el otrora demandante, al objeto, según expresa, de agotar la vía admi-
nistrativa para el acceso a la jurisdicción contencioso-administrativa, supli-
cando la anulación de la denegación presunta por la RFEF de la recti-
ficación de la clasificación de árbitros de fútbol de la categoría de segunda
división A y la readmisión del recurrente en tal categoría, e «incluso que
fuera señalada la jurisdicción competente», acertadamente también declaró
la inadmisión del recurso de naturaleza administrativa interpuesto, por
carecer de atribuciones para conocer de la clasificación de los árbitros
de fútbol, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 10/1990, del Deporte,
y Real Decreto 1835/1991, sobre Federaciones deportivas españolas, en
cuanto aquella concreta actividad no puede ser clasificada como acto admi-
nistrativo, por no referirse a la regulación del marco general de las com-
peticiones o al desarrollo de las funciones públicas que las Federaciones
deportivas españolas tienen encomendadas por delegación, sino que es
una cuestión deportiva de naturaleza privada, del mismo modo que son
asociaciones privadas las federaciones nacionales, atribuida a la jurisdic-
ción civil, según se concretaba en las motivaciones del acuerdo del Consejo,
es visto como la inadmisión del recurso administrativo decretada, resultaba
de todo punto ajustada al ordenamiento jurídico aplicable, lo cual desde
luego no constituía obstáculo para que la resolución del Consejo, según
procedía, incorporara la procedencia del recurso contencioso-administra-
tivo, —como auténtico acto administrativo fiscalizable por la jurisdicción
Contencioso-Administrativa—, y adviértase, en consecuencia con cuanto
dejamos expuesto, que el interesado bien pudo promover el correspon-
diente recurso contencioso, al modo que había hecho constar la jurisdicción
social, para alcanzar definitivamente la solución a su problemática par-
ticular, sin necesidad de acudir a este Tribunal de Conflictos.

Tercero.—Así las cosas y con arreglo a cuanto dejamos expuesto, resulta
que la Sala de lo Social de Valencia, órgano judicial en conflicto, se limitó
a proclamar con acierto la incompetencia de jurisdicción ante el despido
pretendido, al propio tiempo que afirmaba la competencia de la de lo
contencioso-administrativo, sin abdicar, pues de la jurisdicción de los Tri-
bunales, en tanto que el Consejo Superior de Deportes correctamente afir-
mó su carencia de atribuciones, en la actual legalidad, representada por
la Ley 10/1990 y el Real Decreto 1835/1991, para resolver el recurso inter-
puesto, en razón de cuestionarse exclusivamente tema afectante a las Fede-
raciones nacionales —asociaciones privadas—, que, por no implicar el ejer-
cicio de funciones públicas delegadas, incumbía al orden civil (obsérvese
que ya se expresaba, según se había pedido al Consejo, la jurisdicción
competente), y siendo ello así y como «el conocimiento de un asunto de
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su interés tanto por el Tribunal como por el órgano administrativo ...»,
a que se refiere el artículo 13.1 de la Ley de Conflictos de Jurisdicción
2/1987, de 18 de mayo, no ha sido rechazado de modo terminante y defi-
nitivo por el órgano jurisdiccional requerido, sino que fue reenviado a
orden distinto, el contencioso-administrativo, resulta evidente cómo no,
quedó cerrada la vía judicial, ni se produjo la colisión determinante del
conflicto, y si a lo anterior agregamos que el Consejo Superior de Deportes,
órgano administrativo, notificó, cual correspondía, que su acuerdo de 3
de agosto de 2000, declaratorio de la inadmisión del recurso administrativo
entablado, agotaba la vía administrativa, pudiendo interponerse el corres-
pondiente recurso contencioso-administrativo, así como que en la funda-
mentación jurídica se afirmaba, en armonía con el criterio del Juzgado
Central del expresado orden, que la jurisdicción civil era la competente
para decidir la temática suscitada, es visto que no cabe considerar correc-
tamente planteado el conflicto, en cuanto no hay, repetimos, verdadera
colisión negativa: ni fue negada firmemente, según decíamos, la tutela
judicial, pues sólo tuvo lugar un mero reenvío a otro orden jurisdiccional,
ni se produjo tampoco la resolución firme del órgano administrativo, más
aún cuando se tiene en cuenta que en uno y otro caso se había hecho
constar la procedencia del recurso contencioso-administrativo, el cual o
los cuales, en último término, bien pudieron disipar las dudas del promotor
del conflicto, de haber sido efectivamente interpuestos, en cuanto la vía
judicial quedó abierta, sin denegar la tutela del órgano judicial, y la admi-
nistrativa pudo ser fiscalizada por el órgano competente de Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Cuarto.—En armonía con la fundamentación anterior deviene proce-
dente declarar incorrectamente planteado, por ser inexistente, el conflicto
suscitado por el promotor del mismo, el cual en consecuencia podrá ajustar
su actividad para alcanzar la satisfacción de la pretensión deducida, a
cuanto dejamos expuesto en las motivaciones anteriores, advirtiendo final-
mente que no incumbe a este Tribunal de Conflictos, decidir el orden
jurisdiccional competente, social, civil o contencioso-administrativo, en
cuanto tal materia está residenciada en la Sala especial del Tribunal Supre-
mo prevista en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En consecuencia, fallamos:

Que debemos declarar y declaramos incorrecta e improcedentemente
planteado, por ser inexistente, el conflicto negativo de jurisdicción plan-
teado al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana —Sala
de lo Social—, por el Procurador don Rafael Nogueroles Peiró en la repre-
sentación que ostenta, como consecuencia de acto emitido por el Consejo
Superior de Deportes.

Presidente en funciones: Excelentísimo señor don Ignacio Sierra Gil
de la Cuesta. Vocales: Excelentísimo señor don Rodolfo Soto Vázquez; exce-
lentísimo señor don Pedro Antonio Mateos García; excelentísimo señor
don José Luis Manzanares Samaniego; excelentísimo señor don Miguel
Vizcaíno Márquez; excelentísimo señor don Antonio Pérez-Tenessa Her-
nández.

BANCO DE ESPAÑA

9938 RESOLUCIÓN de 24 de mayo de 2001, del Banco de España,
por la que se hacen públicos los cambios del euro corres-
pondientes al día 24 de mayo de 2001, publicados por
el Banco Central Europeo, que tendrán la consideración
de cambios oficiales de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre
la Introducción del Euro.

CAMBIOS

1 euro = 0,8604 dólares USA.
1 euro = 103,15 yenes japoneses.
1 euro = 7,4584 coronas danesas.
1 euro = 0,60770 libras esterlinas.

1 euro = 9,0195 coronas suecas.
1 euro = 1,5269 francos suizos.
1 euro = 86,94 coronas islandesas.
1 euro = 7,9325 coronas noruegas.
1 euro = 1,9462 levs búlgaros.
1 euro = 0,57707 libras chipriotas.
1 euro = 34,271 coronas checas.
1 euro = 15,6466 coronas estonas.
1 euro = 256,76 forints húngaros.
1 euro = 3,4425 litas lituanos.
1 euro = 0,5442 lats letones.
1 euro = 0,3967 liras maltesas.
1 euro = 3,4392 zlotys polacos.
1 euro = 24.659 leus rumanos.
1 euro = 217,6081 tolares eslovenos.
1 euro = 42,940 coronas eslovacas.
1 euro = 960.800 liras turcas.
1 euro = 1,6713 dólares australianos.
1 euro = 1,3345 dólares canadienses.
1 euro = 6,7109 dólares de Hong-Kong.
1 euro = 2,0527 dólares neozelandeses.
1 euro = 1,5516 dólares de Singapur.
1 euro = 1.105,61 wons surcoreanos.
1 euro = 6,8415 rands sudafricanos.

Madrid, 24 de mayo de 2001.—El Director general, Francisco Javier
Aríztegui Yáñez.

9939 COMUNICACIÓN de 24 de mayo de 2001, del Banco de Espa-
ña, por la que, con carácter informativo, se facilita la equi-
valencia de los cambios anteriores expresados en la unidad
peseta.

Divisas Cambios

1 dólar USA ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 193,382
100 yenes japoneses .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 161,305

1 corona danesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22,309
1 libra esterlina .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 273,796
1 corona sueca .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 18,447
1 franco suizo .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 108,970

100 coronas islandesas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 191,380
1 corona noruega .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20,975
1 lev búlgaro .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 85,493
1 libra chipriota .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 288,329

100 coronas checas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 485,501
1 corona estona .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10,634

100 forints húngaros .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 64,802
1 lita lituano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 48,333
1 lat letón .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 305,744
1 lira maltesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 419,425
1 zloty polaco .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 48,379

100.000 leus rumanos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 674,748
100 tolares eslovenos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 76,461
100 coronas eslovacas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 387,485

100.000 liras turcas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17,317
1 dólar australiano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 99,555
1 dólar canadiense .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 124,680
1 dólar de Honk-Kong .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24,793
1 dólar neozelandés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 81,057
1 dólar de Singapur .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 107,235

100 wons surcoreanos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15,049
1 rand sudafricano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24,320

Madrid, 24 de mayo de 2001.—El Director general, Francisco Javier
Aríztegui Yáñez.


